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León, Guanajuato, a 10 diez de julio del año 2012, dos mil doce. . . . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 353/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano LUIS ALBERTO PORTUGAL VALENCIA, en contra de la Directora General de Desarrollo Urbano y del inspector Daniel Raya González, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: .  . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la orden de inspección, de fecha 10 diez de agosto del 2011, dos mil once, emitida por la entonces Directora General de Desarrollo Urbano Municipal; el acta de visita de inspección, levantada el día 22 veintidós del mismo mes y año, por el inspector demandado; y, la resolución de fecha 06 seis de septiembre de ese año, a través de la cual se califica la infracción, se le impone al actor una multa por la cantidad … y la suspensión temporal por 06 seis meses del Registro de Director Responsable de Obra, La existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos, la del primer acto con el original de la citada orden de inspección; la del segundo con copias al carbón de la mencionada acta de inspección; y, la del tercero con el original  del referida resolución. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades demandadas aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 241, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque el actor conoció y reconoció la instauración del procedimiento, pues asistió a la audiencia de ley, por ello no puede dolerse de que el procedimiento está viciado; sobre el particular se aclara que tomando en cuenta el sentido de la argumentación lógica y jurídica expresada por la demandada, se estudiará la causal de improcedencia contemplada en la fracción IV del artículo 261 del mismo Código, ya que el artículo 241 no es aplicable al proceso administrativo, de acuerdo a lo establecido por el artículo 249 del invocado Ordenamiento Legal, pues el artículo indicado por la demandada sólo rige para el recurso de inconformidad que se tramite y resuelve en sede administrativa. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en razón de que para efectos de este juicio de nulidad podemos definir el Procedimiento Administrativo, como una serie con cadena de actos establecida en el aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, para obtener la resolución de calificación de la falta; y, por disposición expresa del artículo 132 del mismo Ordenamiento Legal, dicho procedimiento persigue la tutela de los derechos subjetivos y los intereses jurídicos de los particulares, así como la protección de la legalidad y la justicia en el funcionamiento de la administración pública Municipal; de esta manera, tomando en cuenta que los actos que conforman el procedimiento administrativo por regla general constituyen una unidad indisoluble con la resolución emanada de éste, de tal forma que jurídicamente no es posible impugnarlos en lo individual, excepto en los casos de excepción, como por ejemplo cuando en la visita de inspección se decreta una medida de  aseguramiento, lo que no sucede en la especie. Bajo esta premisa, es procedente la impugnación de los vicios del procedimiento administrativo que aduce el actor en la demanda que nos ocupa, toda vez que los actos procedimentales no revisten la calidad de actos discrecionales y hasta el momento en que se dictó la resolución impugnada adquieren el carácter de definitivos; amén de que la visita de inspección se practicó con un tercero quien no acredito en su momento su carácter de representante legal del impetrante, luego entonces, dicha visita no se realizó de manera personal con el actor, por tal motivo la entrega del acta de visita de inspección hace las veces de notificación, la cual aún y cuando se llegare a estimar irregular, ésta se entiende legalmente hecha a partir de que el beneficiario del acto o resolución se ostenta sabedor del mismo, de ahí resulta que, desde el momento en que el actor conoce la existencia del acta de visita de inspección y se da cuenta de la omisión del citatorio hasta el momento de la notificación de la resolución que puso fin al procedimiento administrativo, se encuentra en aptitud de promover la demanda que nos ocupa, por tal virtud, ésta se encuentra presentada dentro del plazo legal de 30 treinta días hábiles establecido en el artículo 263, primer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de la causal de improcedencia aducida por la autoridad demandada y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . .  . . . . . . 

CUARTO.- Que el actor en el primer concepto de impugnación de la demanda en esencia aduce que la orden de inspección impugnada le causa agravio, en virtud de que fue emitida en contravención a lo señalado por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 208 fracción I, inciso d), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que no expresa el objeto de la visita, ya que no indica de manera clara el propósito de la visita, pues el objeto debe supeditar el alcance de la visita de inspección y tampoco satisface el requisito de motivación, en virtud de que no expresa las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que estimó la autoridad demandada como base para emitirla; en consecuencia, viola en perjuicio de la actora lo establecido en los artículos 208 fracción I, inciso d), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4º primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, toda vez que la orden de inspección carece de motivación, por ende, al carecer del elemento contemplado en la fracción VI del artículo 137 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es ilegal y procede que se declare su nulidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es cierto que la entonces Directora General de Desarrollo Urbano cuenta con facultades para ordenar la práctica de visitas de verificación o inspección, a fin de comprobar el cumplimiento de las disposiciones del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, por consiguiente para comprobar el cumplimiento de las obligaciones de los Directores Responsables de Obra, mediante una orden de inspección; y, también es verdad que este mandamiento de acuerdo a la fracción I del artículo 208, del aludido Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, debe: a).- Emitirse por escrito; b).- Expresar el nombre del destinatario y cuando se ignore el nombre de éste, se señalen los datos suficientes que permitan su identificación; c).- Indicar el nombre de los servidores públicos que deban efectuar la visita; d).- Señalar el lugar, zona o bienes que han de verificarse o inspeccionarse; e).- Expresar los motivos, objeto y alcance de la visita; f).- Contemplar las disposiciones legales que fundamenten la verificación o inspección; y, g).- Ostentar el nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad administrativa que lo emite. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Bajo esta tesitura, de un minucioso análisis de la orden de inspección combatida, se concluye que efectivamente el objeto de la visita es impreciso, ya que la entonces Directora General de Desarrollo Urbano, en lo conducente se limitó a expresar “…la visita de inspección tendrá por objeto verificar el cumplimiento de las obligaciones consignadas de conformidad con la LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN …; VERIFICAR QUE SE CUMPLA CON EL PROYECTO AUTORIZADO POR ESTA DIRECCIÓN DE ACUERDO AL DICTAMEN REALIZADO … y  además de dar cumplimiento de las obligaciones previstas en el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como puede observarse el objeto de la orden de visita es muy amplio, pues se omite indicar el alcance de la visita, en razón de que la autoridad demandada en dicho mandato omite expresar de manera detallada cada una de las obligaciones que comprenderá la verificación, ya que el Capítulo V denominado “de las Consideraciones Mínimas de Seguridad Durante la Construcción”, se divide en la Sección I, “de los Tapiales”; Sección II, “de las Demoliciones” y Sección III, “de las Bardas y Colindancias”, este quinto capítulo es muy amplio y de ahí resulta la necesidad de detallar la o las obligaciones materia de la verificación; asimismo, dejo de expresar de manera pormenorizada los aspectos del proyecto autorizado que abarcará la verificación, máxime que se tiene el dictamen practicado el día 12 doce de julio del año 2011, dos mil once; de modo que, esta circunstancia pone de relieve que en la fecha que se emitió la orden de inspección la entonces Directora General de Desarrollo Urbano Municipal, ya tenía información suficiente para fijar las obligaciones que comprenderían la verificación y así ejercer con apego a derecho las facultades de comprobación para vigilar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en las disposiciones que regula la materia de construcciones del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo lo anterior así, es evidente que la orden de inspección, de fecha 10 diez de agosto del año 2011, dos mil once, incumple con el requisito establecido por el inciso d), de la fracción I, del artículo 208 del aludido Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, en virtud de que la entonces Directora General de Desarrollo Urbano Municipal, omitió expresar el alcance de la visita de inspección, al omitir precisar de manera detallada la o las obligaciones a verificar, lo que hace que la orden de inspección impugnada no cumpla con la debida motivación, por tal virtud este acto administrativo carece del elemento formal de motivación, exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por consiguiente, resulta ilegal. . . . . 
En el segundo concepto de impugnación de la demanda en esencia aduce que el Acta de Visita de Inspección impugnada, contraviene la fracción III del artículo 208 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el Inspector demandado el 22 de agosto del presente año, día que practicó la visita de inspección el actor o su representante legal no se encontraba presente en el domicilio inspeccionado y no dejó previo citatorio con la persona que se encontraba en ese domicilio, tal y como lo establece la fracción III del invocado numeral, conforme al cual dicho servidor público tiene la obligación de observar tal formalidad esencial del procedimiento; niega lisa y llanamente que el ciudadano Salvador Torres Guzmán, persona con quien se entendió la visita de inspección sea su apoderado o representante legal, luego entonces, si no se encontraba presente, el visitador tenía la obligación de dejarle citatorio con la persona que atendió la diligencia, para que en lo personal o su representante legal lo esperara en el domicilio donde debería practicarse la visita de inspección, señalándose además en tal citatorio el tipo de diligencia para la cual se le cita, la hora fija en que el inspector municipal se presentaría para realizar ésta, sin embargo, del acta impugnada se desprende que al Ciudadano Salvador Torres Guzmán, se le requirió la presencia del actor y al manifestar que no se encontraba, entendió de manera directa la diligencia con dicha persona, sin dejar previo citatorio. Sigue manifestando, que el Acta de Visita de Inspección impugnada, vulnera la fracción IV del artículo 208 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que como se advierte de este documento el Inspector demandado, al iniciar la diligencia se identificó con una credencial que no contenía su fotografía, tal y como lo exige la fracción IV del citado numeral, pues  se limita a asentar que se identifica con la credencial número 18707, con vigencia al 2012, expedida por el Municipio de León, Guanajuato, por conducto de la Dirección correspondiente, sin indicar que dicha identificación tuviera la fotografía de la persona que la porta, por tal motivo se omite uno de los requisitos a que se encuentra obligado a satisfacer, por lo tanto, dicha diligencia no se realizó con apego a derecho y se viola en su perjuicio la garantía de seguridad jurídica que debe reinar en todo procedimiento. Y, continúa expresando, que el Acta de Visita de Inspección impugnada, contraviene lo señalado por la fracción V del artículo 208, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que el inspector nombró un solo testigo, cuando por disposición de esta fracción tenía la obligación de nombrar 2 dos testigos, ahora bien, es cierto que el visitador requirió a la persona que atendió la diligencia, para que nombrara dos testigos de asistencia, quien únicamente nombró un testigo y también es cierto que esta circunstancia a todas luces es violatorio de la fracción referida, ya que ésta le impone al inspector la obligación de requerir a la persona que atiende la diligencia para que nombre a dos testigos y al designar solamente uno, por su parte el visitador omitió nombrar al segundo testigo, incumpliendo con la obligación que le impone la fracción V del artículo multireferido, por lo que no se puede dejar a capricho de la autoridad, dado que las formalidades que debe guardar el procedimiento es para dar seguridad jurídica a los gobernados. En tanto, que el inspector señalado como autoridad demandada, en la contestación de la demanda aduce en esencia que los argumentos del actor son infundados, ya que la orden de inspección cumple con lo establecido en el artículo 137, fracción V, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y lo transcribe. . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conforme a lo previsto en el artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado de manera supletoria al Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, la visita de inspección se practicará con sujeción a las siguientes reglas formales: 1.- Previa emisión de mandamiento escrito de autoridad administrativa competente, en el que se expresará: a).- El nombre del destinatario y cuando se ignore su nombre, se señalen los datos suficientes que permitan su identificación; b).- El nombre de los servidores públicos que deban efectuar la visita; c).- El lugar, zona o bienes que han de verificarse o inspeccionarse; d).- Los motivos, objeto y alcance de la visita; e).- Las  disposiciones legales que fundamenten la verificación o inspección; y, f).- El nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad administrativa que lo emite. 2.- Realizarse exclusivamente en el lugar, zona o bienes señalados en la orden. 3.- Entregar el inspector la orden al visitado o a su representante y si no estuvieren presentes, previo citatorio, a quien se encuentre en el lugar o zona donde deba practicarse la diligencia. 4.- Identificarse el visitador al inicio de la inspección, ante la persona que entienda la diligencia, con credencial o documento vigente con fotografía expedido por la autoridad administrativa competente, que lo acredite legalmente para desempeñar su función. 5.- Requerir a la persona que entienda la diligencia para que nombre a dos testigos que intervengan en la misma; si éstos no son nombrados o los señalados no aceptan fungir como tales, el visitador lo designará y los testigos podrán ser sustituidos. 6.- Permitir obligatoriamente el visitado el acceso al visitador al lugar o zona objeto de la visita y poner a la vista la documentación, equipos y bienes que se le requieran. 7.- Hacer constar en el acta de inspección, todas y cada una de las circunstancias, hechos u omisiones que se hayan observado en la diligencia. 8.- Firmar el acta, la persona con quien se haya entendido la diligencia, los testigos y el inspector, éste entregará a la persona que atendió la diligencia, un ejemplar legible del referido documento. 9.- Con las formalidades indicadas en las fracciones anteriores, se podrán levantar actas previas o complementarias, para hacer constar hechos concretos durante la visita o después de su conclusión. 10.- Podrán formularse observaciones en la diligencia y ofrecerse pruebas con relación a los hechos u omisiones asentadas en el acta o hacer uso de ese derecho, por escrito, dentro del plazo de ocho días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el acta, al término del cual la autoridad administrativa emitirá la resolución procedente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este orden de ideas, el procedimiento administrativo de inspección tiene diferentes pasos que se producen en forma sincronizada, pues, es una serie con cadena de actos que termina con la resolución de calificación de la infracción o falta administrativa; de ahí que en la etapa de la ejecución o el desahogo de la orden de inspección debe llevarse a cabo con absoluto respeto de las formalidades previstas en las fracciones III, IV y V del artículo 208 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, aplicado supletoriamente al referido Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, sin embargo, es el caso que el inspector demandado al momento de practicar la visita de inspección no respetó dichos formulismos. . . . . . . 
En cuanto al hecho de que el actor o su representante legal no se encontraba presente en el domicilio inspeccionado y que no dejó previo citatorio con la persona que se encontraba en ese domicilio, es cierto que se violó en perjuicio del justiciable la fracción III del citado artículo 208, toda vez que en el acta de visita de inspección practicada con fecha 22 veintidós de agosto del año 2011, dos mil once, se advierte que el Inspector Daniel Raya González, en la primer busca del destinatario de la orden de inspección, se constituyó en el domicilio visitado y al no encontrar presente al ciudadano Luis Alberto Portugal Valencia, ni a su representante legal, se encontraba constreñido a dejar citatorio para que alguna de estas dos personas lo esperara al día siguiente o en determinado plazo, indicando la  hora, dado que no se acredita en el acta de inspección que el ciudadano Salvador Torres Guzmán, sea representante legal del actor, pues esta persona atendió la diligencia por encontrarse en ese momento en el domicilio visitado; en esas condiciones, la práctica de la visita de inspección no se realizó conforme a la formalidad prevista en la fracción III del artículo 208 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, aplicado de manera supletoria al Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, por consiguiente, esta omisión trae consigo que al acta de visita de inspección sea ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte y en cuanto al hecho de que el inspector demandado se identificó con una credencial que no tenía su fotografía, le asiste la razón a la parte actora, en virtud de que para el desahogo de la orden de inspección, el inspector autorizado deberá identificarse con credencial o con documento oficial con fotografía ante la persona que atienda la diligencia, relativa a la visita de inspección, de acuerdo a lo señalado por el artículo 208, fracción IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aplicado de manera supletoria al Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, de este modo, es cierto que conforme a este numeral, la identificación del inspector demandado se realiza por medio de la exhibición de su credencial, documento que debe describirse en el acta de inspección respectiva y para que el personal autorizado a practicar la visita, se identifique plenamente ante la persona con quien entiende la diligencia requiere describir en el acta la credencial oficial expresando sus datos personales como son el nombre y apellidos completos, la fotografía y las características de su investidura, así como el cargo que ocupa, su adscripción, el número de su registro, la fecha de expedición y la vigencia de la credencial. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin embargo, es el caso que en el acta levantada con fecha 22 veintidós de agosto del año 2011, dos mil once, a las 11:00 once horas, en el inmueble ubicado en …, de esta ciudad, no describió de manera pormenorizada la credencial que utilizó el inspector demandado para identificarse al inicio de la diligencia de inspección, pues en el espacio reservado para describir dicho documento sólo se expresó el número de folio y su vigencia, omitiéndose describir la credencial en forma detallada, ya que no se expresan los siguientes datos: que está expedida a nombre del inspector autorizado para practicar la inspección, que tiene una fotografía, la fecha de expedición, ni señala el día y mes en que concluye su vigencia. Respecto a la descripción de la  identificación en el acta de inspección, resulta ilustrativo el criterio sostenido en jurisprudencia por el Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Octava Época,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: VIII, Noviembre de 1991, Tesis VIII. J/5, visible a Página 137, bajo el rubro: “VISITA DOMICILIARIA. EN EL ACTA DE INICIO DE LA, DEBEN ASENTARSE LOS PORMENORES DEL DOCUMENTO QUE IDENTIFICA A LOS VISITADORES. La identificación de los visitadores debe hacerse constar en forma pormenorizada, ya que el visitado debe conocer con precisión todas las circunstancias que concurren en tal acto, por exigirlo así la seguridad jurídica del gobernado. Es verdad que la fracción III, del artículo 44, del Código Fiscal de la Federación, establece que los visitadores que intervengan en la visita se deberán identificar ante la persona con quien se entiende la diligencia, sin agregar más al respecto, pero obviamente este precepto debe adminicularse con la fracción I, del artículo 46, de la citada compilación impositiva, que establece la obligación para los visitadores de asentar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubieren conocido por los propios visitadores. Ahora bien, la identificación es un hecho del que deben tener conocimiento los visitadores, pues es evidente que entre los hechos conocidos se encuentra el de su designación para practicar la visita y las facultades que en la orden respectiva se les confiere, por lo que entre los hechos conocidos a que se refiere la fracción I, del artículo 46 en cita, debe considerarse el relativo a la identificación, que si bien es una formalidad que debe efectuarse al inicio de toda visita domiciliaria, no por ello deja de ser un hecho conocido; en el desarrollo de la visita deben cumplirse con otras formalidades y no por ello puede decirse que no sean "hechos" a los que la ley se refiere, sino que el cumplimiento de todas las formalidades debe hacerse constar en acta pormenorizada. Así, no basta que los visitadores hubieren hecho constar que se identificaron mediante credenciales en las cuales aparecen la fotografía, el nombre y la firma de cada uno de ellos, sino que es necesario asentar pormenorizadamente los datos que en tales documentos obren, pues el propósito de la identificación es el de dar a conocer al visitado cuestiones relacionadas con la personalidad, representación y competencia de quienes intervienen en dichas diligencias, dado que ello tiende a proteger las garantías individuales del visitado, porque de las inspecciones se puede derivar una posibilidad de afectación a sus intereses jurídicos. Así, si la identificación del visitador es un hecho realizado, en la secuela de la diligencia respectiva, se deben hacer constar, con toda precisión, los pormenores de ella, a fin de que el visitado tenga todas las oportunidades de defensa y contradicción que la ley le otorga. Sólo así puede cumplirse el texto y la intención del artículo 16 constitucional que exige en los casos de visitas domiciliarias, la autoridad administrativa se sujete a las formalidades prescritas para los cateos, formalidades que, en la parte final del primer párrafo del propio texto constitucional, incluyen la obligación de levantar acta circunstanciada, o sea, acta en la que se pormenoricen las circunstancias surgidas durante la práctica de la visita, entre cuyas circunstancias se encuentra obviamente la identificación, por lo que nuevamente se concluye que para acatar el mandamiento constitucional deben hacerse constar los pormenores de los documentos identificatorios.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último y en cuanto a la designación de un solo testigo, de igual manera, le asiste la razón al actor, toda vez que en el procedimiento de visita de inspección constituye una formalidad esencial el levantamiento del acta circunstanciada en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar, o en su ausencia o negativa por el inspector autorizado que practique la diligencia; sin embargo, en la especie, el ciudadano Salvador Torres Guzmán, cuando atendió la diligencia de la visita de inspección combatida, propuso a un sólo testigo, por lo que ante esta negativa o impedimento de acuerdo a lo estipulado por la fracción IV del artículo 208 del aludido Código Reglamentario de Desarrollo Urbano, el inspector debió haber designado al otro testigo en uso de las facultades que le concede dicha fracción; pero, es el caso que el inspector levantó el acta descrita sin designar al segundo testigo, a pesar de que, esa designación no se deja al arbitrio del inspector, ya que está obligado a hacer constar en el acta la designación de dos testigos, por parte del visitado o en su defecto el visitador de motu proprio; vicio que trae como consecuencia la ilegalidad de la referida acta de inspección, por no contemplar la totalidad de los requisitos establecidos en el citado artículo 208, omisión que configura una violación sustancial del procedimiento de visita de inspección. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, es evidente que la visita de inspección realizada con fecha 22 veintidós de agosto del año 2011, dos mil once, incumple con los requisitos establecido por las fracciones III, IV y V, del artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que el inspector demandado, omitió dejar el citatorio de manera previa a la práctica de la visita de inspección; en el acta de inspección combatida no se identifique plenamente y no describió de manera pormenorizada la credencial oficial al dejar de expresar datos personales como los apellidos completos, la fotografía, las características de su investidura, el número de su registro, la fecha de expedición y el día y mes en que concluye la vigencia de la credencial, lo que hace que el acta de visita de inspección impugnada no cumpla con las formalidades exigidas por las citadas fracciones, por tal virtud este acto administrativo carece del elemento de validez, exigido por la fracción VIII del artículo 137 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por consiguiente, resulta ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ende, si la orden y el acta de inspección como actos del procedimiento administrativo de verificación tienen el carácter de actos principales, entonces la resolución de calificación de la Infracción de fecha 06 seis de septiembre del año 2011, dos mil once, asume el carácter de acto accesorio y ésta resulta ilegal al derivar de actos viciados de origen, por tanto, no existe impedimento para declarar su nulidad, en virtud de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal, ya que al resultar ilegal la orden de visita de inspección, es nulo todo el procedimiento administrativo de verificación desde su origen, por tanto, todos los actos combatidos son ilegales, estimando que estos son etapas y consecuencia de dicho procedimiento, por lo que afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Habiendo  resultado   fundados  los   conceptos  de   impugnación 
analizados en el considerando que antecede, es innecesario el estudio de los demás conceptos de agravio esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo anterior, las autoridades demandadas, con la emisión de la orden y del acta de visita de inspección, violan en perjuicio de la parte actora los artículos 208 fracciones I inciso d), III, IV y V del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, afectando de manera directa e inmediata su esfera jurídica, por lo que con fundamento en el artículo 300, fracción II, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad de la orden de inspección, de fecha 10 diez de agosto del 2011, dos mil once, emitida por la entonces Directora General de Desarrollo Urbano Municipal de León, Guanajuato y el Acta de Visita de Inspección, levantada el 22 veintidós de agosto del mismo año, por el inspector demandado, así como de su acto consecuente que es la resolución de fecha 06 seis de septiembre del 2011, dos mil once, a través de la cual se califica la infracción y se le impone al actor una multa por …, así como la suspensión temporal por 06 seis meses del Registro de Director Responsable de Obra, contemplada en el artículo 572, fracción I, Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracciones II y III,  del  Código de  Procedimiento  y  Justicia  Administrativa  para  el  Estado  y  los 
Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la orden de inspección, de fecha 10 diez de agosto del 2011, dos mil once, emitida por la entonces Directora General de Desarrollo Urbano Municipal de León, Guanajuato y el acta de visita de inspección, levantada el 22 veintidós de agosto de ese año, por el inspector demandado, así como de su acto consecuente que es la resolución de fecha 06 seis de septiembre del mismo año, a través de la cual se califica la infracción y se le impone al actor una multa por la cantidad …, así como la suspensión temporal por 06 seis meses del Registro de Director Responsable de Obra, contemplada en el artículo 572, fracción I, Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .              
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora por lista publicada en estrados de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

